La Plata, 30 de setiembre de 2010.

Y VISTOS:


Estos autos caratulados “Rapan, Raúl Oscar c/ Municipalidad de La Plata s/ Pretensión indemnizatoria”, causa 12.272, en trámite ante este Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo n° 2 de La Plata, a mi cargo, de los que:

RESULTA:


I) Que el señor Raúl Oscar Rapan, por su propio derecho, deduce demanda contencioso administrativa contra la Municipalidad de La Plata, con el objeto de obtener indemnización por los daños y perjuicios derivados de un procedimiento contravencional motivado en una infracción de tránsito.


Asimismo, solicita se declare la nulidad del decreto n° 1.640/06, dictado por el Intendente de la Municipalidad de La Plata, en el expediente 4061-79736/06.


Manifiesta que el día 28 de febrero de 2006, siendo aproximadamente las 18 horas, estacionó el automotor de su propiedad marca BMW, dominio BCY-348, en calle 13 entre 45 y 46 de la ciudad de La Plata, para dirigirse hacia un comercio cercano, en compañía del señor Sergio Rodrigo. Relata que habiendo transcurrido quince minutos, regresa y advierte que el automotor no se encontraba en el lugar, siendo informado que fue acarreado por una grúa del servicio municipal.  

Destaca que dado que aún no había cerrado la farmacia de su propiedad, volvió a la misma y, alrededor de las 21 horas se dirigió a la dependencia municipal ubicada en calle 20 esquina 50, donde advierte que el vehículo tenía el parabrisas roto.

Aduce que no le permitieron retirar el automotor porque tenía los vidrios polarizados. 


Continúa relatando que al día siguiente -1° de marzo de 2006-,  volvió a la dependencia municipal, donde le exhiben el acta contravencional n° 48.952, observando que en la misma constaba que el parabrisas estaba roto y el auto precintado al momento de iniciarse el levantamiento. Niega tal circunstancia, alegando que la frase fue agregada, luego de su primera visita a la dependencia municipal, remarcando que la palabra “roto” estaba debajo, fuera del renglón. 

Añade que además le llamó la atención que en el acta constara que el vehículo estaba precintado, dado que cuando lo vio la noche anterior no lo estaba.

Destaca que solicitó la presencia de un escribano ante la dependencia municipal, quien formalizó el acta notarial n° 59 dejando constancia que el automotor se encontraba con el parabrisas roto y sin precintos. Además saco fotos.

Acota que el día 7 de marzo se dirige nuevamente al depósito y solicita el vehículo, donde le comunican que debía sacar la totalidad del polarizado y pagar la estadía. Requiere nuevamente la intervención de la escribana, quien formalizó el acta n° 67 con fotos autenticadas. 

Explica que el día 8 de marzo de 2006, concurre a la dependencia municipal junto a la notaria, quien formaliza el acta n° 68, no pudiendo retirar el vehículo por tener los vidrios polarizados. 

Al día siguiente se presenta nuevamente en el depósito municipal, con la notaria, labrando el acta de constatación n° 69. Manifiesta que al sacar los precintos, observa que le faltaban numerosos bienes que, según afirma, se encontraban en el interior del vehículo el día del acarreo: una caja de champagne; una caja de vino; un destornillador eléctrico; un teléfono celular; la suma de $ 11.000 que se encontraba en el interior de un maletín, importe correspondiente a la liquidación de los días 24, 25 y 27 de febrero de las farmacias Rapan y Latina; y una filmadora. 


Argüye que el día en que se constata la infracción, se dirigía a una celebración familiar y, por ello, portaba las bebidas y una filmadora. Alega además, que conforme el normal ritmo de su trabajo, los depósitos a las droguerías con las que operan las farmacias, se realizan todos los días viernes o lunes. 


Por ello, reclama como indemnización, la suma de $ 2.045 en concepto de parabrisas original conforme presupuesto concesionario oficial BMW; u$s 740 equivalentes $ 2286 por filmadora con DVD modelo 2006; $ 123,96 en concepto de bebidas alcohólicas; $ 129, 95 por un destornillador eléctrico de 9,06 voltios; $11.339,22 por la liquidación de los días 24, 25 y 27 de febrero de las farmacias Rapan y Latina; y $ 500 en concepto de gastos de escribanía, con más los costos y  costas.


Manifiesta que con fecha 25 de abril de 2006, formuló un reclamo ante la autoridad municipal a los fines que le abone los daños ocasionados, petición denegada mediante decreto municipal n° 1.640/06, dictado en el expediente 4061-79736/06, con fundamento en la falta de acreditación del hecho, los daños alegados y ausencia de nexo causal.

Sostiene que los argumentos expuestos por la municipalidad merecen por lo menos dos observaciones. Respecto a la acreditación del hecho, el daño y la relación de causalidad, sostiene que el municipio no citó a los testigos que ofreció, no tramitó los oficios, ni valoró la prueba documental. Por otra parte, aduna que no es cierto que no reclamó ante la dependencia municipal, sino que lo hizo reiteradamente y así lo demuestran las actas notariales. Afirma que los funcionarios municipales, no le prestaban atención, ni dejaban asiento de sus reclamos, por ello tuvo que recurrir a un escribano. 

Considera absurdo que la autoridad municipal resuelva en base a un informe elaborado por los propios responsables de los hechos.

Sostiene la existencia de vicio en el elemento causa y en el procedimiento del acto impugnado (artículos 103 y 108 de la Ordenanza General  267), y además violación del derecho de defensa (artículos 15 de la Constitución Provincial y 18 de la Constitución Nacional).

Imputa falta del servicio municipal, aduciendo que la seguridad fue violada en ese ámbito, tornando a sus bienes vulnerables al saqueo y al daño, violándose así el deber de guardia y custodia que hace responsable al municipio en los términos de los artículos 1.112 y 1.113 del Código Civil.

Funda el derecho en los artículos 1.109, 1.112, 1.113 y concs. del Código Civil; 103, 108 y concs. de la Ordenanza General 267; 15 de la Constitución Provincial; 17 y 18 de la Constitución Nacional.

Ofrece prueba documental, informativa, testimonial y pericial contable.

Hace reserva  del caso federal.

II) Que corrido el traslado de demanda (fs. 54), se presenta el letrado apoderado de la Municipalidad de La Plata, la contesta y solicita su rechazo (fs. 60/66). 

Por imperativo procesal realiza una negativa de carácter general de todos los hechos y de la legitimidad y eficacia de la documentación presentada.

 Refiere que según surge del acta contravencional, el día 28 de febrero de 2006 a las 19:30 horas, el automóvil del actor se encontraba ilegalmente estacionado sobre la parada de colectivos ubicada en calle 13 entre 45 y 46 de La Plata. El personal de Control Urbano detecta en un primer momento la infracción y procede a actuar conforme a la legislación vigente. Observa también que el automotor posee sus vidrios polarizados, lo cual constituye una trasgresión a la ley de tránsito y que además no contaba con la oblea distintiva que acredita haber realizado la verificación técnica vehicular. Ante el cúmulo de infracciones, se procede a retirar el automóvil por la gravedad de la falta, al no permitir a los microómnibus estacionar en su parada para descenso y ascenso de pasajeros, con el perjuicio que esto causa a la comunidad. Se procede a labrar el acta y a colocar el auto tras la grúa y calzar las ruedas trasera en el carrito.

Agrega que hallándose listo para partir, el funcionario interviniente se apresta entonces a colocar los precintos, tareas esta que deja hasta el último momento, ante la posibilidad que aparezca el conductor, evitando de esa manera tener que despegar las fajas. Recalca que en ese preciso momento aparece el actor vociferando, insultando y profiriendo amenazas. 

Continúa explicando que ante la situación, se lo pone en conocimiento de la infracción y de los detalles del procedimiento; en tanto la grúa se encontraba lista para partir y el actor exigió a los gritos que no le colocaran las fajas y que lo llevaran al corralón, que iría detrás de la grúa. Si bien el acta ya estaba confeccionada, se aguardó la presencia del contraventor en el espacio de Control Urbano, pues se presumía que realizaría todos los trámites para llevarse su rodado, no justificándose la colocación de las fajas. 

Destaca que el actor llegó a la dependencia municipal casi simultáneamente con la grúa y, ante la presencia del conductor no se colocaron los precintos. Afirma que el acta ya estaba confeccionada con la inclusión del precintado, el acto físico no se llegó a concluir, ante la inminente presencia del infractor.

Señala que a fojas 41 del expediente administrativo 4061-79736/06,  luce el informe del Jefe de Sector, quien explica claramente el procedimiento usual, adecuado y razonable que se emplea en los casos de traslado al galpón municipal. Allí expresa claramente que los vehículos se precintan cuando no se retiran en el día, efectuándose ese acto al día siguiente del secuestro.

Pone de resalto que el mismo demandante reconoce que por problemas de documentación del vehículo y por tener los vidrios polarizados, no pudo llevar su automóvil. 

Advierte que conforme lo manifiesta el mismo accionante y tal como surge del acta notarial que aporta, se presenta a las 11 horas del día siguiente y, obviamente, el móvil continuaba sin fajas por cuanto se estimó que retiraría el vehículo. Toda vez que esto no ocurrió, se practicó la diligencia de precintarlo. 

Afirma que no se violó ningún precinto, sino que el mismo no se había colocado por propia solicitud del actor, por ello cuando aquél regresó -nada menos que seis días después-, ya se hallaba precintado. Sostiene que en modo alguno existe relación causal entre la falta de precintado y la desaparición de bienes. 

Advierte que el mismo día de la infracción, cuando el actor se presentó ante la dependencia municipal pudo constatar el vehículo sin precintos y no denunció la existencia de bienes en el interior del automóvil, ni ningún faltante, pero si pudo advertir el parabrisas roto. Pregunta cómo no advirtió que le faltaban bienes en su interior, si además el automotor no se hallaba precintado, durante el procedimiento.

Pone de relieve que la documentación presentada sólo podría ser útil para acreditar que en algún momento, tales bienes fueron adquiridos por el accionante, pero nada prueba sobre su preexistencia en el vehículo.  

Considera inverosímil el relato del actor puesto que recién nueve días después advierte que le faltaban bienes tan valiosos como los denunciados y la suma de $ 11.339,22. Es decir que aceptó con total tranquilidad la existencia de esa importante suma sin preocuparse y lo que es más, sin utilizar ese dinero para pagar sus cuentas, el día viernes siguiente, si tal como afirma en la demanda constituye el procedimiento normal de pagos de la farmacia. Argumenta que lo primero que haría una persona normal es solicitar la entrega de los efectos, a lo que accede la autoridad municipal en todos los procedimientos de acarreo. 

Razona que si realmente fueron sustraídos los bienes, lo cual constituye un delito de acción pública agravada, porqué razón no realizó la denuncia criminal; cómo es que le robaron esa cantidad de bienes y dinero y no radicó la denuncia penal; porqué no solicitó la presencia de personal policial en el lugar del hecho para que efectúen las pericias, actas, croquis y se inicie una investigación criminal. 

Recalca que el demandante nada denunció, respecto a la existencia de los bienes en el interior de su automóvil, ni al momento del procedimiento, ni con posterioridad en las actas notariales de los días 1, 7 y 8 de marzo de 2006. Jamás dejó constancia de la existencia de los supuestos faltantes. 


Sostiene que no se encuentra acreditada la existencia de tales bienes antes, durante y posteriormente al procedimiento; no aparecen indicios de la preexistencia de las pertenencias en el automóvil, aún contando con una escribana que labró tres actas notariales antes de la del día 9 de marzo de 2006. 

Destaca que el actor no desconoció, ni cuestionó la infracción, admitiendo y consintiendo que cometió las faltas que se le imputan. Tampoco discute la falta relativa a tener los cristales de su auto polarizados en forma ilegal, por lo cual, la oposición que efectúan los funcionarios municipales para que el infractor retire su  auto es legítima y ajustada a derecho. Por ello, aduce que el tiempo que consumió en obtener su automóvil, le es imputable exclusivamente al infractor. 

Pone de relieve que el actor tampoco realizó el reclamo ante las autoridades de Control Urbano, ni exigió la restitución de los bienes, ni efectuó observación alguna al momento de retirar el vehículo, sino que únicamente le expresó al escribano interviniente que en el interior del automóvil faltaban los objetos y el dinero. No hizo denuncia administrativa, en virtud de la cual se hubiera iniciado un sumario interno.

Precisa que el demandante debió probar la preexistencia de los bienes, la negativa de la autoridad administrativa a devolverle esos elementos, la desaparición de los mismos en el ámbito del espacio municipal y la responsabilidad de tal hecho por parte del personal de la municipalidad. Con tales extremos acreditados podría reclamar la restitución de los efectos, negada la misma, recién podría requerir la indemnización.

Aduce respecto a la denuncia en orden a que el parabrisas de su auto estaba sano al momento del procedimiento y que apareció roto cuando arribó a Control Urbano, que el acta labrada por el funcionario da cuenta que el parabrisas ya se hallaba con el desperfecto al realizar el procedimiento. 

Refuta el argumento de la actora relativo a que la palabra “roto” fue agregada posteriormente porque se halla fuera del renglón, por cuanto también está escrita fuera de renglón la palabra “polarizados” y “no tiene “VTV”. Es decir que en el casillero “descripción de la falta” no entró la totalidad  de la imputación al infractor, conformada por tres faltas a la vez. 

Observa que el acta presenta continuidad en la narración y de escritura; la letra es la misma; la lapicera es la misma; el texto no presenta altibajos; ni correcciones. Se trata de una pieza indudablemente confeccionada de acuerdo al procedimiento normal y corriente.

Alega que el decreto municipal n° 1640/06 por el cual se rechaza el reclamo, es un acto administrativo que expresa en forma terminante que no se encuentran acreditados ni el hecho, ni los daños hipotéticamente sufridos. De la información elaborada por la Dirección de Control Urbano, no surge observación ni reclamo alguno efectuado por el peticionante al momento de retirar su vehículo y ni al presentarse por primera vez en la dependencia municipal. Por consiguiente no hay elemento que permita arrojar convicción sobre la responsabilidad de la comuna en el hecho denunciado.

Aduna respecto al agravio del actor relativo a que no se proveyó la prueba que ofreció, que el procedimiento administrativo en casos como el presente no lo amerita, no es función del municipio librar oficio ni proveer ese medio de prueba, pues quien posee íntegramente la carga de la prueba respecto de lo que alega, es el propio recurrente. 

Estima que el actor debió agregar documentación eficaz, idónea y fehaciente para probar sus dichos. Además la prueba ofrecida no iba dirigida a determinar la existencia de los bienes con anterioridad al procedimiento, ni que los mismos se hallaran en el interior de su vehículo. Se trata de prueba inconducente. Asimismo, afirma que los testigos citados, son funcionarios públicos que no intervinieron en el procedimiento en cuestión.

Entiende que la demanda debe ser rechazada por cuanto se funda en un hecho inexistente, consistente en presuntos bienes denunciados como faltantes o sustraídos, ya que no se probó que fuesen sustraídos del automóvil del actor. 

Ofrece prueba documental, confesional y testimonial. Formula oposición a la prueba pericial contable ofrecida por la actora. Cita jurisprudencia en apoyo de su postura.

Hace reserva de plantear el caso federal.

III) Que recibida la causa a prueba (fs. 74/75); producida la misma y agregado el cuaderno de prueba actora (fs. 172); glosado el alegato de la actora (fs. 178/181) y adquiriendo firmeza el llamamiento de autos para sentencia (fs. 183/187), la causa quedó en estado de emitir pronunciamiento (art. 49 C.C.A.); y,

CONSIDERANDO:

1°) Que conforme quedaran expuestos los argumentos y defensas esgrimidos por las partes, el thema decidendum se centra en resolver, en primer término, la controversia relativa a la legitimidad del decreto municipal n° 1640/06, emitido en el expediente n° 4061-079736/06, por el cual el Intendente de la Municipalidad de La Plata, desestima el reclamo indemnizatorio incoado por el actor. Una vez dilucidada tal cuestión, corresponde -en su caso-, abordar la pretensión indemnizatoria deducida en autos.  

Ello pues, la actora ha optado por deducir el resarcimiento de daños y perjuicios, juntamente con la pretensión de nulidad del acto administrativo que denegó dicho reclamo (art. 20 inc. 1°, C.C.A.), supuesto éste que requiere la previa anulación del acto cuya ilegitimidad se aduce como fuente del derecho al resarcimiento (conf. doct. S.C.B.A., causas B. 64.079, “Zamora”, sent. 111-XI-2009; A. 69.917, “Millán”, sent. 8-IX-2010).

Procede entonces, examinar las constancias obrantes en el referido expediente administrativo, mediante el cual tramitó el reclamo indemnizatorio formulado por el actor en sede administrativa municipal.

De las copias del expediente n° 4061-079736/06, agregadas a fojas 125/171, se desprende que el actor, con fecha 25 de abril de 2006, realiza una presentación ante la Municipalidad de La Plata, exponiendo argumentaciones análogas al relato contenido en el escrito de demanda motivo de la presente causa. Asimismo, acompaña copias de las Actas de Constatación Notarial n°s. 59, 67, 68 y 69; una factura de una filmadora marca Sony; factura A de “Nini” por las bebidas; ticket de compras y garantía de un destornillador, copia de habilitación de la farmacia “Rapan”; presupuesto oficial de Bell Motors; fotos del automotor.

   Recepcionada la presentación por la Dirección Operativa Técnico Legal del municipio y, cumplimentado el previo requerido con relación al título de propiedad del automotor, las actuaciones fueron giradas a la Dirección de Control Urbano (fs. 158/162).

La Oficina de Guardia de esa repartición informa que “de acuerdo a los registros existentes en esta oficina de Guardia, con fecha 28 de febrero ingresa el vehículo BMW siendo las 20:00 hrs. (folio 162), mediante acta H-48952 labrada por el inspector Maldonado. Los vehículos se precintan cuando no se retiran en el día, efectuando dicho procedimiento al día siguiente del secuestro; esto sucede cuando el titular se niega a retirar los vidrios polarizados. Al propio tiempo se deja constancia que los detalles que pudieran observarse en el vehículo son consignados en el acta respectiva…”  (v. fs. 166).

La Dirección Operativa Técnico Legal informa a la Subsecretaría de Gestión Pública que “por las presentes actuaciones se efectúa reclamo en forma extrajudicial por los supuestos daños ocasionados en un vehículo propiedad del peticionante, al retirar el mismo de la Playa de Estacionamiento de Control Urbano, a los efectos de arribar a una transacción extrajudicial. Cabe mencionar que no se encuentran acreditados ni el hecho, ni los daños hipotéticamente sufridos, ni mucho menos, que los mismos se hayan producido como consecuencia directa de ese hecho. Por lo tanto no existe elemento alguno que acredite la existencia de nexo causal”

“A su vez, del informe producido por la Dirección de Control Urbano agregado a fojas 38/41 no surge ninguna observación o reclamo alguno efectuado por el peticionante al momento de retirar el vehículo”.

“En consecuencia, no existe ningún elemento que permita arrojar convicción sobre la responsabilidad de esta comuna en el hecho descripto. A su vez, la acreditación de los hechos y de la responsabilidad, dependen de pruebas que exceden la cuestión administrativa. Por todo lo expuesto, corresponde dictar el acto administrativo pertinente, denegando el reclamo impetrado…” (v. fs. 168 de autos).

Mediante decreto Nº 1.640 de fecha 30 de octubre de 2006, el Intendente Municipal, deniega el reclamo efectuado por el actor, en concepto de reparación económica por los daños del vehículo automotor de su propiedad, así como el resarcimiento por los objetos faltantes del mismo.

Conforme surge de los considerandos del citado acto, la denegatoria se fundamentó en que “no se encuentran acreditados ni el hecho, ni los daños hipotéticamente sufridos, ni mucho menos, que los mismos se hayan producido como consecuencia directa de ese hecho, no existiendo elemento alguno que acredite el nexo causal”.

“Que asimismo, tal como surge del informe elaborado por la Dirección de Control Urbano, agregado a fojas 38/41 de las actuaciones referenciadas, no surge ninguna observación o reclamo alguno efectuado por el peticionante al momento de retirar el vehículo”.

“Que, en consecuencia, no existe ningún elemento que permita arrojar convicción sobre la responsabilidad de esta comuna en el hecho descripto, correspondiendo en consecuencia el dictado del acto administrativo denegando el reclamo impetrado” (v. fs. 169 de autos). 

2°) A la luz de las constancias administrativas reseñadas y, teniendo en cuenta las circunstancias del caso, no se advierte el alegado vicio en el procedimiento endilgado por el actor al acto administrativo impugnado, con sustento en que la autoridad municipal no valoró ni diligenció la prueba ofrecida en su presentación.

En tal sentido, tiene sentado la Casación Bonaerense que si bien es cierto que la administración debe producir y valorar la prueba ofrecida por el administrado, sólo debe admitirse los medios de prueba que sean conducentes para la decisión, desechándose los improcedentes, superfluos o dilatorios (S.C.B.A., causas B. 49.482, “Roldan”, sent. del 9-II-1993; B. 56.166, “Bruno”, sent. 18-XI-2003; B. 62.788, sent. 5-III-2008).

Asimismo, el cimero Tribunal tiene dicho que la revisión judicial de vicios en el procedimiento administrativo procede ante circunstancias excepcionales que se configuran cuando ha mediado un claro atentado al derecho de defensa determinado, genéricamente, por la comprobación de deficiencias insusceptibles de corregirse en la oportunidad que el actor tiene de defenderse, probar y alegar en juicio pleno ante el Tribunal (S.C.B.A., causas B. 53.911, “Moyano”, sent. 7-III-2001; B. 56.646, “Marino”, sent. 28-V-2003; B. 56.079, “Dulfano”, sent. 14-IX-2007).

Tales circunstancias no lucen acreditadas en el sub lite, toda vez que la autoridad municipal consideró que la acreditación de los hechos y la responsabilidad, dependen de pruebas que exceden la cuestión administrativa. 

En efecto, si bien la actora se agravia de la falta de proveimiento de la prueba testimonial ofrecida en el trámite administrativo (v. fs. 127 vta.), se advierte que en el escrito de promoción de la presente demanda, al ofrecer prueba testimonial, pide se cite a otras personas distintas a las nominadas en el reclamo administrativo. Sólo reitera la citación de la señora María Laura Bosisio, (v. fs. 44), prueba finalmente, también desistida en el curso del presente proceso (v. fs. 87), circunstancia que demuestra el carácter inconducente de la prueba ofrecida en sede administrativa.

En consecuencia de ello, no se advierte el denunciado quebranto al debido proceso adjetivo, ni violación del derecho de defensa del actor, ya que el procedimiento administrativo se sustanció conforme a las reglas pautadas en la Ordenanza General n° 267, recabando los informes pertinentes (art. 53), apreciándose la prueba documental aportada con razonable criterio de libre convicción (art. 58), con previa y oportuna intervención de la Dirección Operativa Técnico Legal del municipio (art. 57), organismo éste que aconseja desestimar el reclamo indemizatorio promovido, criterio finalmente receptado por el acto administrativo en crisis (art. 103).
          3°) Con relación al alegado vicio en la causa del decreto municipal impugnado, es dable resaltar que la causa constituye uno de los requisitos esenciales del acto administrativo. Tal como se sostiene desde la perspectiva doctrinal, por causa del acto administrativo han de entenderse los antecedentes o circunstancias de hecho o de derecho que en cada caso llevan a dictarlo; tales presupuestos fácticos y jurídicos deben estar presentes al momento de emitir el acto administrativo, y por ende, cuando los hechos y el derecho invocados como antecedentes no existen, ello es causal de nulidad absoluta e insanable del mismo (conf. Marienhoff, Miguel S., Tratado de Derecho Administrativo, Abeledo-Perrot, Bs. As., 1975, Tomo II, págs. 295 y 526/527). 

          En esa línea de pensamiento, la causa o base legal del acto, son el conjunto de elementos objetivos de hecho o de derecho que dan fundamento al acto (conf. Vedel, Georges, Droit Administratif, 6ta. Ed., Paris, 1976, págs. 600/601). Así la causa es a la vez un elemento de hecho y un elemento legal, es el hecho determinante de la categoría jurídica del acto, y lo que explica entonces que, si hay un hecho materialmente inexacto y que este hecho sea la causa jurídica del acto, hay violación de la ley por causa jurídica inexistente (conf. Hauriou, Maurice, Précis de Droit Administratif et de Droit Public, 12ª, ed., París, 1933, págs., 451/452).  
          De modo tal que la causa como elemento esencial del acto administrativo presenta dos facetas, una fáctica –antecedentes de hecho- y otra jurídica –antecedentes de derecho-, que no se presentan en forma autónoma, sino que se encuentran vinculadas. De ahí, que al hablar de causa como elemento determinante de la validez de un acto administrativo, se está haciendo alusión objetivamente a su verdadera razón de ser. La comprobación de la causa consiste en la constatación o apreciación de un hecho, y su subsunción en una norma jurídica.

En esa línea de pensamiento, de las constancias obrantes en el expediente administrativo, no se advierte que el acto administrativo impugnado adolezca del alegado vicio en el elemento causa.

En efecto, el actor al momento de incoar el reclamo administrativo acompaña como prueba documental –agregada también en la presente demanda, fs. 108/116-, copias de las Acta de Constatación Notarial n°s. 59, 67, 68 y 69, en base a las cuales, el municipio tuvo por no acreditado el hecho, ni los hipotéticos daños alegados por aquel.

Ahora bien, conforme surge del Acta de Constatación Notarial Nº 59,  labrada el día 1° de marzo de 2006, la notaria autorizante hace constar que por pedido del señor Raúl Oscar Rapan, siendo las 11 horas, se constituye en calle 20 esquina 50 de la ciudad de La Plata, donde se encuentra el vehículo de su propiedad, el cual ha sido llevado por la grúa municipal por mal estacionamiento. Expone que “el requirente manifiesta que el día anterior dejó estacionado el vehículo en calle 13 entre 45 y 46, donde su auto había sido llevado por la grúa, pagó el acarreo municipal –cuyo costo ascendió a $ 45- de los cuales no le dieron boleta, y no lo dejaron retirar el auto hasta que no retirara el polarizado de los vidrios…Acto seguido nos acercamos hasta el vehículo, el cual me indica el señor Rapan que no está precintado y el resto sí, lo cual constato…También me solicita deje constancia que su auto tiene rajado el vidrio del parabrisas de un piedrazo y un rayón en el capot, el cual no lo tenía. El requirente abrió la puerta delantera del conductor, con el control remoto del cierre de vehículo y en forma inmediata la cerró sin ingresar al vehículo. Luego toma fotos…” (fs. 108; el destacado me pertenece).

En el Acta de Constatación Notarial n° 67, de fecha 7 de marzo de 2006, el notario deja constancia que el actor “...ocurre por la presente a retirar el vehículo de su propiedad patente BCY 348, de la Dirección de Tránsito, el cual se encuentra en dicho lugar desde el día 28 de febrero de 2006, solicitando de mi acompañe a presenciar la diligencia. Ingresamos al lugar, vemos que el vehículo se encuentra precintado, acto seguido y siendo las 11,30 hs. el requirente se acerca a la guardia municipal para retirar el auto. En el lugar le informan, previa búsqueda de la documentación del mismo, que el auto está liberado, pero debe pagar la estadía y retirar los polarizados, respondiendo el requirente que ya estuvo en el Juzgado y le informaron que basta que solamente retirara una pequeña parte de dicha película para retirar el mismo. La persona de guardia le contesta que no tiene ninguna documentación que le permita retirarlo de dicha manera, que debe concurrir al juzgado para que así se lo informen por escrito, pero ante la insistencia del señor Rapan, el empleado se comunica al Juzgado de Faltas. Siendo las 12:10 minutos y atento a no haber recibido una respuesta del Juzgado el requirente solicita de mi, de por finalizada la diligencia…” (fs. 114). 
En cuanto al Acta de Constatación Notarial n° 68, de fecha 8 de marzo de 2006, la notaria hace constar que nuevamente se constituye ante la Dirección de Tránsito a pedido del actor, quien expresa “ Que atento haber concurrido al Juzgado de Faltas sito en calle 48 número 786 y diagonal 74 de la ciudad de La Plata, donde le fue exhibido el acta número 48952, labrada en oportunidad del acarreo del vehículo en la que se menciona que el mismo estaba precintado y habiéndosele extendido una orden, en el día de la fecha, para poder retirar el vehículo BCY 348 con grúa y sin abonar estadía, solicita de mi lo acompañe a presenciar la diligencia... Es atendido en la guardia por Victorio Leandro y Gerardo Cruz. Dichas personas le manifiestan que si bien el auto dice que debe ser retirado con grúa y no cobrarle estadía, no dice que puede salir con los vidrios polarizados. El requirente solicita ser atendido por la persona que lo ha atendido anteriormente, quien dijo ser el secretario del Juzgado, esto es el señor Zubils. Pasados unos minutos el señor Zubils se acercan hacía nosotros y nos manifiesta que el no habla ni va a atender a nadie, que Rapan se dirija al Juzgado y que traiga por escrito que puede retirar al auto en las condiciones que se encuentra, que no es tema de control urbano. Siendo las 19:00 horas treinta y cinco minutos…el requirente solicita de mi de por finalizada la diligencia” (fs. 115).

En el Acta de Constatación n° 69, labrada el día 9 de de marzo de 2006, se lee que el requirente, señor Rapan, expresa “que atento haber concurrido al Juzgado de Faltas sito en calle 48 número 786 y diagonal 74 de la ciudad de La Plata, y no habiendo sido posible determinar que puede retirar el vehículo patente BCY 348 con grúa, sin abonar estadía y con los polarizados en los vidrios, ha decidido retirar el vehículo a fin de dar por finalizada esta situación, solicitando de mi lo acompañe a presenciar la diligencia. Acto seguido y siendo las 14,30 horas se acerca a la guardia municipal para retirar el auto. La persona que lo atiende le informa que debe retirar la película del polarizado de los vidrios, pudiendo dejar la que se encuentra en el vidrio de atrás. Acto seguido el requirente solicita que alguien lo acompañe a realizar tal diligencia, ya que va a proceder a abrir el auto. El personal de guardia le pide al señor Néstor Omar Acosta que lo acompañe, quien dice ser de la empresa de seguridad llamada “Solucionar”. Acto seguido se sacan los precintos que se encuentran pegados sobre el auto, luego el señor Rapan abre el vehículo manifestando que del interior del baúl falta una caja de champagne Los Haroldos, y una caja de vino Malbec de la misma marca, los cuales habían quedado en dicho lugar para llevarlos al cumpleaños de la hija de su pareja al cual iba a concurrir cuando el auto fue llevado a tránsito; un destornillador eléctrico marca Skil de 9, 06 voltios y un teléfono celular Nokia Nº 155698081, del interior del maletín del Deutsche Bank el dinero correspondiente a la liquidación a los días 24, 25 y 27 de febrero, de las farmacias Rapan -de la cual es propietario- y Latina -de la cual es administrador-, cuyo monto ascendía aproximadamente a la suma de $ 11.000 (once mil pesos) y una filmadora marca Sony VCR 205. En el interior del auto, se encuentra abierta la gaveta. Luego de ello, el requirente, su esposa y quien suscribe retiramos el polarizado de todos los vidrios, poniéndose en marcha el auto para retirarlo del lugar…Siendo las 15,10 horas, se retira el vehículo del lugar, solicitando el requirente de mi de por finalizada la diligencia…” (fs. 116).

Tal prueba documental fue ponderada por el ente municipal y cotejada con las constancias obrantes en los registros de la oficina de guardia de control urbano (Folios 162 y 173), cuyas copias obran en el expediente administrativo (v. fs. 163 y 164), de las cuales se desprende que el vehículo ingresó a esa dependencia el día 28 de febrero de 2006, con motivo de la infracción de tránsito constatada mediante acta contravencional n° H-48952, y fue retirado por su propietario el día 9 de marzo de 2006, sin que conste observación o reclamo alguno formulado por el actor ante la dependencia municipal, respecto a la presunta falta de los bienes cuya indemnización reclama.

En consecuencia, siendo la causa del acto administrativo los antecedentes de hecho y derecho que en cada caso, llevan a su dictado; no se advierte que el decreto municipal n° 1640/06, adolezca del mentado vicio.

En efecto, del mero cotejo de las Actas de Constatación Notariales transcriptas precedentemente, no surge acreditado el hecho imputado al municipio, esto es, la falta de deber de diligencia con relación a los bienes que se encuentran bajo su custodia, pues el quebranto del deber de vigilancia y cuidado de los bienes presupone tener un previo conocimiento de la existencia de tales objetos, extremo éste que no luce verificado en autos.

Conforme se desprende del propio relato efectuado en el libelo de inicio, con motivo del acta contravencional de tránsito, labrada el día 28 de febrero de 2006, el vehículo del actor es trasladado a la dependencia municipal de Control Urbano, ingresando a las 20 horas, aproximadamente. Según afirma el actor, una vez que tomó conocimiento del procedimiento de tránsito, “…como aún no había cerrado la farmacia de mi propiedad, volvimos a esos fines, y alrededor de la 21 horas me dirigí a las dependencias municipales…” (v. fs. 38), donde solicitó ver el vehículo, siendo acompañado por personal municipal “…al galpón donde se hallaban los automotores secuestrados, advirtiendo sorprendido que el mío  tenía el parabrisa roto…” (v. fs. 38 vta.). También solicitó retirar el automotor, para lo cual le dijeron que debía acompañar la documentación del vehículo. Expone que saco fotocopia de la documentación “…pago el acarreo y cuando voy a retirar el vehículo me dicen que no puedo porque tengo los vidrios polarizados…Finalmente hastiado me retiré y me fui al cumpleaños de la hija de mi pareja al que llegue cerca de las 23 horas…” (v. fs. 38 vta.).

Tal parcela de su exposición, permite tener por acreditado en forma indubitable que el actor en todo momento tuvo acceso al vehículo, como así también que mantuvo un permanente intercambio con personal municipal, quien lo acompañó a la dependencia donde se encontraba el móvil, no obstante lo cual en ningún momento hace saber a dicho personal acerca de la existencia de tan valiosos bienes, ahora reclamados. 

Y siguiendo su propio relato, volvió al día siguiente –1° de marzo-, acompañado de una notaria, quien procede a labrar el Acta de Constatación n° 59, en la cual el actor solicita que se deje constancia que su auto tiene rajado el vidrio del parabrisas y un rayón en el capot. Asimismo, en el instrumento notarial consta que el actor “...abrió la puerta delantera del conductor, con el control del cierre del vehículo y en forma inmediata la cerró sin ingresar al vehículo...”. Saca fotos del vehículo y se retira, dado que no contaba con la autorización del Juzgado de Faltas para llevarse el auto, debido a que los vidrios estaban polarizados.

El día 7 de marzo –es decir seis días después-, vuelve a la dependencia municipal, acompañado nuevamente por la notaria, ingresa al depósito, constata que el vehículo se encuentra precintado y se retira, sin llevarse el vehículo por continuar con los vidrios polarizados. Al día siguiente se reitera la diligencia notarial en sede municipal. Finalmente, el día 9 de marzo, el actor regresa a Control Urbano, acompañado por la notaria, y solicita que alguien lo acompañe, ya que va ha proceder a abrir el auto. Luego el señor Rapan abre el vehículo manifestándole a la notaria que del interior del mismo le faltan numerosos bienes y valores, detallados en el acta Nº 69.

Como vemos de la prueba documental aportada por el propio actor, surge plenamente acreditado que no obstante las reiteradas oportunidades en que se hace presente ante la dependencia municipal –28 de febrero, 1°, 7 y 8 de marzo de 2006-, en ningún momento dejó constancia ante el organismo administrativo, que en el interior del vehículo existían los valiosos bienes y valores cuya indemnización reclama en autos. Es más, según lo hace constar en el acta del día 1° de marzo, abre la puerta delantera del vehículo y en forma inmediata la cierra sin ingresar al mismo, y sin dejar constancia alguna de la existencia de bienes que según cuantifica, superarían la suma de $ 16.000,-, recién después de haber transcurrido diez (10) días desde que el vehículo se depositó en la dependencia municipal, el actor le manifiesta a la notaria que haga constar el presunto faltante de tales bienes.

Por todo ello, no se advierte indicio alguno dirigido a demostrar que el actor hubiera anoticiado a los guardadores municipales acerca de las importantes pertenencias que tenía en el interior del vehículo o que los mismos le hayan negado la posibilidad de retirarlos. Llamativamente se presentó siempre con notario y en ninguno de los instrumentos labrados a su requerimiento, se hizo constar tal circunstancia.

Por consiguiente con las probanzas aportadas al sub lite, se aprecia demostrado que el actor siempre tuvo acceso al vehículo, y que además no requirió, ni le fue negada la posibilidad de retirar sus pertenencias.

Como es sabido, por aplicación del principio nemo auditur propiam turpitudinem allegans, nadie puede alegar su propia torpeza, pues quien se ha visto perjudicado por un presunto daño originado en su propia conducta carece de derecho a reparación en virtud del principio de autorresponsabilidad consagrado en el artículo 1.111 del Código Civil, en cuanto impone asumir las consecuencias de su obrar no diligente, sea por negligencia o imprudencia.

Cuando la conducta de la víctima es la causa única del evento dañoso, el demandado, encuentra una eximente plena por efecto del artículo 1.111 del Código Civil, pues la carencia de relación causal destruye el presupuesto de la autoría y provoca la ausencia –total o parcial- de responsabilidad (conf. Trigo Represas, Félix A.-López Mesa, Marcelo J., Tratado de la responsabilidad Civil, Bs. As., 2004, tomo I, ps. 874 y ss.).

Reitero, es principio general del derecho que nadie puede alegar su propia torpeza, y que el derecho de defensa no ampara comportamientos negligentes (S.C.B.A., causa Ac. 81.061, sent. 4-XII-2002; B. 69.478, sent. 11-III-2009).  

En suma, la única prueba producida en el presente proceso, tendiente a demostrar que el actor tenía los efectos denunciados y tan importante suma de dinero en el interior del vehículo, es la declaración del testigo Guillermo Sergio Rodríguez -empleado de la farmacia Rapan- exposición ésta que, apreciada en conjunto con la restante prueba, según las reglas de la sana crítica, no permite otorgarle fuerza probatoria suficiente para tener por acreditado el hecho alegado en la demanda. 

Por tanto, cabe concluir que los fundamentos expuestos en el acto administrativo impugnado, contiene una adecuada reconstrucción del iter lógico seguido por la autoridad para justificar su decisión, la cual se aprecia razonable en el contexto de las circunstancias valoradas.

4°) Que en cuanto a los cuestionamientos que formula el actor al contenido del acta contravencional Nº 48.958, labrada por la autoridad de tránsito, se impone recordar que el artículo 141 del Código de Tránsito, ley n° 11.430, dispone que “...El acta labrada tendrá para el funcionario interviniente, el carácter de declaración testimonial. Los Jueces de faltas independientemente de las medidas disciplinarias que en su caso pudieran aplicar o solicitar, deberán denunciar ante la Justicia en lo Penal, toda alteración maliciosa de los hechos o de las demás circunstancias que el acta contenga. Las actas labradas por funcionario competente, en las condiciones exigidas por este Código y que no sean enervadas por otras pruebas, podrán ser consideradas por el Juez como plena prueba de la responsabilidad del infractor...”.

Así, conforme a dicha normativa, las objeciones y cuestionamiento respecto del acta en cuestión, deben dilucidarse ante la autoridad competente.  

No obstante ello, se observa que la única referencia probatoria relativa al estado en que se encontraba el parabrisas con anterioridad al procedimiento llevado a cabo por las autoridades municipales, surge de la declaración efectuada por el testigo Guillermo Sergio Rodríguez -empleado del actor en la Farmacia Rapan-, quien a la cuarta pregunta del cuestionario ampliatorio: “para que diga el testigo si recuerda si el parabrisas delantero del automotor estaba roto al estacionar en calle 13”, respondió “que no lo recuerda, pero que lo habría notado, cree que no” (v. fs. 40 vta. cuaderno de prueba actora).

En suma, las probanzas aportadas y valoradas a la luz de las reglas de la sana crítica no permiten tener por acreditada la plataforma fáctica en que el actor basó su demanda (arts. 77 inc. 1°, C.C.A., ley 12.008: 384 y concs., C.P.C.C.).

Como es sabido, considerando el carácter de juicio pleno en que se desenvuelve la presente acción contencioso-administrativa, donde las facultades con que cuentan las partes para probar los hechos justificativos invocados, son particularmente amplias, es al accionante a quien incumbe acreditar los hechos que invoca como fundamento de su pretensión, debiendo cumplir con la carga probatoria de demostrar la realidad de la situación fáctica en que se sustenta; ello así, por imperativo procesal (arg. arts. 375, C.P.C.C.; 77 inc. 1º ley 12.008, texto según ley 13.101).

5°) En virtud de los fundamentos expuestos, corresponde desestimar las pretensiones anulatoria e indemnizatoria deducidas en autos (art. 12 incs. 1° y 3°; 77 inc. 1° C.C.A. 375; 384; 456 y concs., C.P.C.C.; 1.111 y concs., Código Civil).

Las costas se imponen en el orden causado (art. 51, C.C.A., ley 12.008, texto según ley 13.101).

Por ello,

FALLO:
1°) Desestimar las pretensiones anulatorias e indemnizatoria deducidas por Raúl Oscar Rapan contra la Municipalidad de La Plata, por los fundamentos expuestos ut supra (art. 12 incs. 1° y 3°; 77 inc. 1° C.C.A. 375; 384; 456 y concs., C.P.C.C.; 1.111 y concs., Código Civil).


2°) Imponer las costas en el orden causado (art. 51, C.C.A., ley 12.008, texto según ley 13.101).

3º) Regular los honorarios profesionales del apoderado de la parte actora, doctor Leandro Nimo, en la suma de pesos cinco mil ($ 5.000), cantidad a la que deberá adicionarse el 10%, en concepto de aportes (art. 12, inc. “a” y 16, ley 6716; 9, 10, 14, 15, 16, 22, 44 y 51 del decreto-ley 8904/77).

              Regístrese y notifíquese.

      Registro Nº .............

ANA CRISTINA LOGAR





              Juez

  


                 en lo Contencioso Administrativo nº 2




                            Dpto. Judicial La Plata

